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REUNIÓN PREPARATORIA PARA LA PRIMERA REUNIÓN DE MINISTROS EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LAS AMÉRICAS:
APORTACIÓN DE ACADÉMICOS Y EXPERTOS DEL CARIBE
Montego Bay, 6-7 de marzo de 2008

El Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA organizó una reunión de académicos y expertos
, los días 6 y 7 de marzo de 2008, con el fin de examinar los temas relacionados con la prevención y control de la delincuencia y la violencia en el Caribe. Esta reunión se llevó a cabo con financiamiento del Gobierno de Canadá.
El evento, el cual fue organizado en colaboración con el Instituto de Justicia Penal y Seguridad de la Universidad de las Indias Occidentales (UWI), tuvo una duración de dos días y se realizó en Montego Bay, Jamaica. Al mismo asistieron diez académicos y expertos del Caribe con el fin de identificar y proponer una serie de recomendaciones para mejorar la seguridad pública desde una singular perspectiva caribeña. Se espera que estas recomendaciones enriquezcan el diálogo durante la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, que se celebrará en México los días 7 y 8 de octubre de 2008. Las opiniones expresadas en este informe pertenecen solamente a los expertos participantes.
Durante una mesa redonda, los participantes compartieron sus ideas sobre diversas manifestaciones de la delincuencia que afectan la región, entre las que se incluyen la delincuencia organizada, las pandillas, el tráfico de drogas y armas, la trata de personas y el secuestro. Además, intentaron analizar las causas posibles de estas diferentes manifestaciones de la delincuencia, en particular, en el Caribe.
En términos generales, los participantes coincidieron en señalar que la pobreza por sí sola no puede ser la causa de la delincuencia, sino que son varios factores políticos, étnicos, sociales, económicos y de género, los que contribuyen al comportamiento delictivo en diversos grados, dependiendo del país de que se trate. Por ejemplo, los bastiones son un problema creciente en Jamaica y algunos grupos étnicos específicos están relacionados con actividades terroristas en Trinidad y Tobago. En toda la región, las pandillas se forman por razones políticas o porque los varones jóvenes se sienten marginados o excluidos de la sociedad.
No obstante, existe el consenso de que en toda la región los delincuentes son cada vez más agresivos y violentos, son cada vez más jóvenes, e incluso se comenten actos delictivos en las escuelas. Se exhortó a los Estados a combatir con fuerza el problema de la delincuencia escolar y a determinar las estrategias adecuadas para su prevención, particularmente en los niveles primarios. Deben hacerse más esfuerzos para profundizar y promover los valores democráticos, las oportunidades de educación y la igualdad de acceso para todos los jóvenes.
Posteriormente, se habló de que los Estados deben mejorar su capacidad para responder a la delincuencia y la violencia, principalmente, mediante la reforma del sistema de justicia penal.

En este sentido, se acordó que existe la urgente necesidad de reformar los departamentos de policía, los cuales adolecen de una falta generalizada de confianza por parte de los ciudadanos caribeños. El público percibe que los niveles de corrupción van en aumento en todos los rangos del cuerpo policiaco. Parece ser que son pocos los casos de corrupción de policías que son llevados ante los tribunales y, en consecuencia, el número de juicios es limitado.
Por esta razón, los Estados deben establecer mejores sistemas de rendición de cuentas y transparencia, y aumentar el grado de sensibilización a fin de satisfacer mejor las necesidades de seguridad de los ciudadanos. En general, se considera que los ciudadanos tienen más confianza y más respeto por las fuerzas de defensa nacionales (el ejército) que por la policía. Es necesario que la policía reciba más capacitación no sólo para aprender nuevas habilidades sino también para reforzar sus valores, cambiar actitudes, y fortalecer su papel en la protección y atención a la comunidad.
Además, los participantes están de acuerdo en que deben tomarse mejores medidas para mejorar los programas de protección de testigos, incluso fuera del Caribe dado el tamaño pequeño de la población y territorio de la región. Los esfuerzos para proteger al testigo no son suficientes, es necesario ayudar o reubicar a toda la familia, lo cual puede ser muy costoso para el Estado. Por esta razón, muy pocos testigos comparecen voluntariamente en un juicio y, en consecuencia, en muchos casos no se imparte la justicia debidamente. Sería útil hacer un mayor uso de la investigación forense y crear nuevas leyes para reformar los juicios, lo cual reduciría la vulnerabilidad de las víctimas. Además, deben asignarse más recursos para garantizar procesos judiciales más efectivos en general.
Los participantes también hablaron de la necesidad de hacer más reformas a las prisiones en toda la región. En la actualidad, el índice de reincidencia (la repetición de conductas delictivas después de la intervención del sistema de justicia) es del 68% en Barbados, en donde aproximadamente uno de cada tres delincuentes regresa a la prisión en un plazo de cinco años. El índice de reincidencia en Trinidad y Tobago es también bastante alto: 56%. Deben incrementarse las inversiones en los programas de reintegración, educación y capacitación laboral a fin de preparar a los delincuentes para la vida fuera de la prisión. Las prisiones deberían estar reservadas para aquellas personas que realmente representan un peligro para la sociedad pues se requieren cerca de US$11.000 al año por cada prisionero. En el caso de delincuentes no violentos, los Estados deberían considerar alternativas tales como: toques de queda, sistemas de monitoreo electrónico, indemnización, centros de reinserción social, tribunales especializados en drogas, servicios comunitarios y libertad condicional. En general, los participantes acordaron que los Estados deben considerar métodos no punitivos y deben fomentar más las políticas que promuevan una mayor paz y armonía.
En este sentido, los expertos estuvieron de acuerdo en que los Estados deben promover de manera más activa la participación de los ciudadanos para combatir la delincuencia y la violencia en la región. Se sugirió que los programas de prevención a través de los grupos de ciudadanos y policía comunitaria serían más económicos a largo plazo para los Estados. Los grupos de vigilancia comunitaria, cuando se utilizan en forma adecuada, pueden ser eficaces aunque algunos expertos advirtieron sobre la posibilidad de que los ciudadanos se conviertan en escuadrones de vigilantes o militares. Por esta razón, los Estados deberían participar activamente en el establecimiento de estos grupos y asignar los recursos necesarios para su desarrollo. La participación de la sociedad civil es crucial para ayudar a los Estados a mejorar sus estrategias de combate contra la delincuencia.
Durante los dos días de la reunión, los expertos también abordaron los temas de seguridad privada y la necesidad de mayores reglamentaciones para la misma, los efectos de los desastres naturales en la delincuencia (principalmente, el aumento en los actos de saqueo y anarquía), deportados y el papel de los medios de comunicación en la imagen pública de la delincuencia y la violencia. 
A lo largo de los debates, todos los asistentes coincidieron en que se requiere más información y capacidad estadística para enfrentar la delincuencia con más eficacia en el Caribe. Los estados deben considerar la creación de observatorios nacionales o regionales para establecer indicadores comunes y recopilar datos e información sobre la delincuencia y la violencia en toda la región.
Las sugerencias a las que se ha hecho referencia en líneas anteriores y otras se presentan en las siguientes páginas como insumo para el proyecto de temario y proyecto de plan de acción de la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas.

Temas sugeridos para incluir en el Temario

1. Fortalecimiento de la capacidad del Estado para responder al problema de la delincuencia y la violencia

a. Todos los Estados tienen déficits serios

b. Se requiere cooperación internacional para fortalecer y reformar el sistema de justicia

2. Analizar los fundamentos de la democratización del sistema de justicia penal (en la región del Caribe)

a. Participación ciudadana
b. Representación más igualitaria
c. Mayor transparencia y responsabilización de la policía

3. Cooperación para la seguridad en la región (Caribe)

a. Necesidad de refinar los mecanismos de seguridad

b. Observatorio de delincuencia
4. Asuntos relacionados con los derechos humanos, entre los que se incluyen los siguientes:

a. Alternativas al encarcelamiento
b. Justicia restauradora
5.
Creación de confianza, incluso:
c. Policía comunitaria
d. Reducción y eliminación de la corrupción en el sector de la seguridad

e. Vigilancia civil
f. Participación de la comunidad
6. Consideración especial de niños y jóvenes como víctimas e infractores

Temas sugeridos para incluir en el Plan de Acción Ministerial

1.
Fortalecimiento del continuo proceso de reforma de los sistemas de justicia penal, incluso:

a.
Fortalecimiento de las instituciones policiacas 
i. Mayor responsabilidad y vigilancia ciudadana

ii. Fomento de una representación equitativa dentro del cuerpo de policía

iii. Mejoramiento de la integridad
iv. Mayor capacidad para dar servicio al público

v. Mejorar la confianza pública
b. Fortalecimiento y modernización de los sistemas de tribunales, por ejemplo:

i. Fortalecimiento de los programas de protección de testigos

ii. Fomento del uso de la tecnología

iii. Atención a los retrasos en la atención de los casos

iv. Mayor capacidad para dar servicio al público

v. Mejoramiento de la responsabilidad entre abogados

c. Fomento de las reformas penales

i. Promoción de alternativas al encarcelamiento

ii. Mejora en las condiciones de los prisioneros

iii. Desarrollo e implementación de programas que satisfagan las necesidades de los infractores desde su ingreso al sistema de corrección a fin de garantizar su reintegración a la sociedad

iv. Concienciación del público respecto de la reforma penal

d. Protección de los derechos humanos:

i. Revisión de la aplicación de la pena de muerte

ii. Promoción de la justicia restauradora

iii. Prohibición del uso excesivo de la fuerza

iv. Atención especial a los niños dentro del sistema de justicia

2.
Promover una mayor participación de la ciudadanía

3.
Fortalecer y fomentar un mayor uso de estrategias de prevención:

a. Promoción de la inclusión e integración social

b. Promoción de la socialización sana del género, particularmente por lo que se refiere a los jóvenes varones

c. Fortalecimiento de la educación para la vida en familia y educación para padres

d. Implementar programas eficaces de intervención en las escuelas y para jóvenes

e. Fomento de los valores sociales y de la cultura del imperio de la ley

4.
Revisión de las prioridades en gastos y asignación de fondos

5.
Por lo que se refiere a la recopilación de datos, mejorar la capacidad del Estado y de la sociedad civil para:

a. Elaborar o mejorar los sistemas de recolección y análisis de datos sobre delincuencia y asuntos relacionados con la seguridad pública

b. Seguimiento y evaluación de proyectos y programas

c. Medición de indicadores de desempeño para quienes son responsables de la seguridad pública

6.
Fomento de la investigación a fin de responder a las necesidades de conocimientos y políticas
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1.	Entre los participantes estuvieron las siguientes personas:  Anthony Harriott, Catedrático y Director del Instituto de Justicia Penal, UWI/Mona, Jamaica; Ramesh Deosaran, Catedrático, Criminología y Política Pública, Universidad de Trinidad y Tobago; Barry Chevannes, Catedrático Emérito y Director del Centro de Seguridad Pública y Justicia, UWI/Mona, Jamaica; David Granger, Profesor Adjunto de Asuntos de Seguridad Nacional, Centro de Estudios de Defensa Hemisférica, NDU, Guyana; Julie Meeks, Director, Centro de Desarrollo Infantil del Caribe, UWI/Open Campus, Jamaica; Kim Ramsay, Investigador Principal, Grupo de Trabajo Nacional para la Prevención del Delito, UWI/Cave Hill, Barbados; Biko Agozino, Catedrático de Sociología, Coordinador de la Unidad de Criminología, UWI/St. Augustine, Trinidad y Tobago; Corin Bailey, Investigador, UWI/Cave Hill, Barbados; Danielle Brown, Asistente de Investigación, Instituto de Justicia Penal y Seguridad, UWI/Mona, Jamaica; Nicola Satchell, Conferencista/Asistente de Investigación, Centro de Seguridad Pública y Justicia, UWI/Mona, Jamaica.








